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León, Guanajuato, a 30 treinta de abril del año 2012, dos mil doce. . . . . . . . .  
V I S T O para resolver el expediente número 321/2012-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo intentado por el ciudadano CHRISTIAN EMMANUEL LÓPEZ SUAREZ, en contra de la Oficial Calificado… y del Agente de Tránsito…, ambos del Municipio de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

SEGUNDO.- Que la parte actora impugna el acta de infracción…; el documento con número…; y, la audiencia de calificación de la falta administrativa, a través de la cual la Oficial Calificador demandada le impuso al actor una multa por la cantidad de …. Y, la existencia de estos actos impugnados se encuentra acreditada en autos de esta causa administrativa, la del primer acto con copia simple de la referida acta de infracción por la razones expresadas en el siguiente considerando, la del segundo acto con el original del recibo oficial … y la del tercero acto con el original de la Boleta de Control, de la misma fecha, documentos que forman parte del sumario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia y de sobreseimiento previstas en estos artículos, respectivamente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El Agente de Tránsito demandado en su contestación aduce que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 concatenada con el artículo 262 fracción II del referido ordenamiento legal, en virtud de que el actor no anexo a la demanda en original o copia certificada el documento en el que consta el acto impugnado y no se puede convalidar dicha omisión. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, en razón de que en el original de la Boleta de Control, …, el Agente de Tránsito…, manifiesta que le levantó al actor el acta de infracción…, por no usar el cinturón de seguridad y éste último acto es impugnado en esta causa administrativa, de este modo, adminiculando la copia simple de la referida acta de infracción y el original de la Boleta de Control, nos da la plena convicción de que existe el original del documento indicado en primer término, ya que tomando en cuenta que el Agente de Tránsito demandado fue quien detuvo la marcha del vehículo de motor que conducía el justiciable, levantó la referida acta de infracción y puso a disposición del oficial calificador al impetrante, se concluye que los actos administrativos mencionados se encuentran vinculados entre sí, luego entonces, con estos elementos objetivos en autos se encuentra acredita la existencia del acto impugnado que consiste en el acta de infracción …, por ende, en la especie no se configura la causal de improcedencia aducida por la autoridad demandada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
La Oficial Calificador en su contestación de demanda no hace valer ninguna causal de improcedencia o de sobreseimiento  de las previstas respectivamente en los artículos 261 y 262 del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por lo que se procede al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que en el primer concepto de impugnación de la demanda, el actor aduce en lo toral que la resolución sancionadora quebranta en su perjuicio garantías de seguridad y legalidad jurídica tutelada por el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el cual tiene su apoyo  los artículos 137 fracción I, VI y VIII y artículo 143 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato y el artículo 4, párrafo primero, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; además, omite expresar razonamientos sustanciales tendientes a adecuar el caso concreto a una hipótesis normativa al levantar el acta de infracción y de imponer la multa, toda vez que las mismas no quedan precisadas en la resolución que se impugna, lo que se traduce a una indebida motivación, siendo que es imperativo para las autoridades, aparte de fundar, el motivar sus actos que incidan la esfera de los gobernados; ya que al consistir la fundamentación en la expresión del precepto legal aplicable al caso concreto, señalando la fracción, inciso o párrafo en la que se encuentre contenida dicha norma; y, la motivación en el razonamiento inherente a las circunstancias del hecho, contenidas en el texto del acto, para establecer la adecuación de la conducta del gobernado en el supuesto jurídico establecido por la norma, como falta administrativa; dicha acta carece de motivación, ya que no establece una relación pormenorizada de las circunstancias de tiempo, modo y lugar, pues no expresa razones inherentes a las circunstancias de hecho, necesarios para establecer al caso concreto la adecuación de la conducta del actor en el supuesto jurídico establecido en la norma como prohibitivo, es decir, en el artículo 36 del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, ya que únicamente señala el artículo 7, fracción VII, del mismo Reglamento, ya que dicha boleta en el apartado de “descripción de motivos de la infracción” establece: “No hacer uso de cinturón de seguridad el acompañante”, pero no establece nada respecto al supuesto estado de ebriedad. En tanto, que el Agente de Tránsito en esencia aduce que niega lisa y llanamente haya causado agravio alguno al ahora actor, por lo anterior los agravios que aduce el mismo adolecen de no presentar eficacia jurídica alguna, por tanto, no pueden valorarse conforme a derecho. . . . . . . 
Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en mérito de las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El artículo 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, impone a las autoridades municipales la obligación de fundar y motivar sus actos; pues, por fundar el acto se entiende señalar con precisión el o los preceptos legales y el nombre del Ordenamiento Legal aplicable al caso concreto, cuando el artículo se integre con fracciones, incisos o párrafos, la autoridad demanda se encuentra constreñida a indicar la fracción, inciso o párrafo que resulte aplicable; y, motivar se entiende expresar en forma pormenorizada las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que haya tenido en consideración la autoridad administrativa para la emisión del acto administrativo, esto es, señalar el por qué en el caso se ha realizado el o los supuestos de hecho que condicionan la aplicación de los preceptos legales invocados como apoyo legal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Bajo esta tesitura, analizando minuciosamente el acta de infracción impugnada, se advierte que se encuentra fundada, en virtud de que se invoca como apoyo legal el artículo 7, fracción VII, del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, numeral que el conducente establece: “Artículo 7.- Los conductores de vehículos, deben: VII.- “Usar el cinturón de seguridad y asegurarse que los demás pasajeros también lo usen. Cuando se trate de menores de 12 años, deberán ser transportados en los asientos posteriores, utilizando en su caso los sistemas de retención infantil indicados en la tabla siguiente: …”; sin embargo, el acta de infracción combatida, no encuentra motivada, en virtud de que no fue levantada en forma pormenorizada, ya que en ese documento el Agente de Tránsito demandado deja de expresar las circunstancias de hecho y las razones inmediatas que hacen que la norma jurídica invocada como fundamento legal resulte aplicable al caso concreto, esto es, omite expresar el por qué la situación del impetrante se adecua al supuesto jurídico previsto en el precepto legal presuntamente vulnerado como falta administrativa; lo anterior es así, porque la autoridad de Tránsito demandada sólo se limita a describir la conducta reprochada al justiciable, al expresar como motivos de la infracción, “No hacer uso del cinturón de seguridad el acompañante”; de aquí se desprende una insuficiente motivación, dado que como se aprecia el Agente de Tránsito solo expresa que el acompañante no usaba el cinturón de seguridad, empero, se desconoce cual persona de las que viajaba en el vehículo conducido por el impetrante, era el que no usaba el cinturón de seguridad, pues el agente de tránsito omitió mencionar si ese pasajero se encontraba en el asiento delantero -copiloto-, o bien, en uno de los asientos posteriores del vehículo, además de que jamás expone si ese ocupante era mayor o menor de 12 doce años de edad, circunstancias imprecisas que hacen que el acta impugnada carezca de motivación. Por consiguiente, es claro que se dejó de mencionar de manera pormenorizada las razones o circunstancias de hecho que hacen aplicable el precepto jurídico al caso concreto del justiciable; en consecuencia, el acta de infracción no se encuentra debidamente motivada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En merito de lo expresado, el acta de infracción combatida no cumple con el elemento de validez exigido por la fracción VI del artículo 137 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; de este modo, el acta impugnada resulta ilegal, por no encontrarse motivada, circunstancia irregular que afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica del actor, violándose en su perjuicio el artículo 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; luego, estimando que la boleta de infracción impugnada no es la respuesta a una petición, por tanto, con fundamento en el artículo 300 fracción II, del mismo Código, es procedente declarar la nulidad total del acta de infracción…. Al respecto resulta ilustrativo el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en Jurisprudencia, Número Registro: 920,704. Materia(s): Común. Novena Época. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Apéndice (actualización 2001). Tomo VI, Común, Jurisprudencia SCJN. Tesis: 34. Página: 46. Genealogía: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XII, septiembre de 2000, página 95, Segunda Sala, tesis 2a./J. 79/2000, bajo el rubro: “INCONFORMIDAD. LA SENTENCIA QUE OTORGA EL AMPARO POR FALTA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, NO OBLIGA A DICTAR UNA NUEVA RESOLUCIÓN, A MENOS QUE SE TRATE DEL DERECHO DE PETICIÓN O DE LA RESOLUCIÓN DE UN RECURSO O JUICIO. Conforme a la tesis publicada con el número 261, del Tomo VI, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995 bajo el rubro de "FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, AMPARO EN CASO DE LA GARANTÍA DE.", por regla general, los efectos de una ejecutoria de amparo que otorga la protección constitucional por falta de fundamentación y motivación, son los de constreñir a la autoridad responsable a nulificar o dejar sin efectos el acto o actos reclamados, dejándola en aptitud de emitir otro acto, siempre que subsane el vicio formal. De lo anterior se desprende que la autoridad se encuentra en libertad de emitir un nuevo acto o de no hacerlo. Sin embargo, la autoridad se verá necesariamente constreñida a emitir un nuevo acto, subsanando el vicio formal descrito, cuando el acto reclamado consista en una resolución que se emita en respuesta  al ejercicio del derecho de petición o que resuelva una instancia, recurso o juicio, ya que en esas hipótesis es preciso que el acto carente de fundamentación y motivación se sustituya por otro sin esas deficiencias pues, de lo contrario, se dejarían sin resolver aquéllos.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- En el segundo concepto de impugnación manifiesta en esencia que el acto impugnado viola en su perjuicio el principio de legalidad del que deben estar revestidos los actos de las autoridades administrativas previsto en el artículo 16 de la Constitución General, indicando que la autoridad demandada solo le señalo verbalmente que se había hecho acreedor a una sanción consistente en una multa…; sin haberle dado a conocer el fundamento y los motivos por el cual se impone dicha sanción, ni menos el grado de alcohol para determinar una supuesta ebriedad completa; en el escrito de ampliación de la demanda el actor expresa en esencia niega lisa y llanamente que se le hayan hecho saber sus derechos en la supuesta audiencia de calificación, que se le hayan hecho saber las circunstancias, motivos o razonamientos de la infracción, ya que no consta en la supuesta causa administrativa que se le haya entregado o hecho de su conocimiento la Boleta de Control, la autorización de salida y el Certificado Médico, los documentos anexos por la Oficial Calificador a su contestación a la demanda, al no constar su firma en los mismos, por lo que de dichas constancias no se desprende de forma alguna, el que la Oficial Calificador le haya dado a conocer plenamente, sus derechos y la fundamentación legal del acto de la imposición de la multa y su calificación; que si se observa de la propia boleta de control se trata de un archivo de computadora, que fue impreso el 5 cinco de septiembre de 2012, dos mil doce, como se puede observar en la parte izquierda, la cual imprime dentro del término de 10 diez días concedido para la contestación de la demanda, de acuerdo a la fecha en que se le notificó y el plazo en que feneció dicho término, por lo que hasta esa fecha imprime y pretendiendo subsanar su ilegalidad firma y pone un sello y si esa impresión viene con la rúbrica de puño y letra de la Oficial Calificador, es de suponerse que hasta esa fecha es cuando se firma y estampa dicho sello y no el día 21 veintiuno de julio del presente año de la supuesta audiencia; que no consta que los documentos anexos a la contestación hayan entregado o hecho de su conocimiento al actor en la audiencia respectiva, por la Oficial Calificador demandada, al no constar la firma del  impetrante, y del agente tránsito y sin que en dicho documento se mencione que se opusieron o se negaron a hacerlo, por lo que existen elementos que dan la presunción de que esa boleta de control no fue levantada en presencia del actor el día en que se calificó la infracción. En tanto, que la autoridad en la contestación de la demanda en lo toral señala que resulta ineficaz lo reclamado por el actor, ya que los agravios deben ser razonados de acuerdo con el acto propio que se impugna, es decir, el actor debe combatir el acto emitido por el Oficial Calificador en base al Reglamento Legal aplicable con el que fue legítimamente sancionado sin bastar las manifestaciones del propio actor en negar haber cometido la infracción y en mencionara violaciones la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; el actor fue escuchado y vencido, amén de que el acto impugnado fue el adecuado y resuelto suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por fundado expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso, lo que consta en el referido recibo y resulta ser un acto motivado, al señalarse las circunstancias especiales, razones particulares  o causas inmediatas que se tuvieron en consideración para la emisión de la sanción de arresto administrativo  conmutable con el pago de una multa, en base al Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato; que en el caso concreto se configuraron las hipótesis normativas y quedó claro al valorar el médico legista al actor y concluir que se encontraba en estado de ebriedad incompleto, aunado a que se encontró circulando un vehículo de motor; en el escrito de contestación a la ampliación de la demanda, se aduce que la Boleta de calificación levantada al actor fue con el fin de preservar su derecho de audiencia, no ocasionándole ningún agravio, pues desahogó la audiencia de calificación correspondiente, conforme a lo dispuesto por el Reglamento de Policía para el Municipio de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, por las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De las constancias que obran en autos se advierte que la Oficial Calificador demandada le impuso…, una sanción  consistente en multa, por la cantidad de …, por infringir el artículo 35, primer párrafo, del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, al conducir un vehículo en estado de ebriedad incompleto; mientras que, el actor argumenta que se le indicó verbalmente la imposición de la multa, sin darle a conocer el fundamento ni los motivos de la misma y que no se agotaron algunas formalidades del procedimiento administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . 
Ahora bien, las infracciones establecidas en el artículo 35, primer párrafo,  del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, serán calificadas por el Oficial Calificador de manera oral en audiencia pública, de acuerdo a lo estipulado por los artículos 26 y 29 del Reglamento de Policía para el Municipio de León, Guanajuato y 49 del aludido Reglamento de Tránsito Municipal; al respecto el artículo 29 establece: “La calificación de las infracciones por parte del oficial calificador será oral y pública, salvo que por motivos graves de moral pública se resuelva que se desarrolle en privado.” . De este modo, cabe mencionar que los actos de la autoridad Municipal por lo general serán emitidos en forma escrita, excepto cuando se trate de las faltas administrativas contempladas en el artículo 35 del mismo Reglamento de Tránsito, ya que éstas serán calificadas de manera oral en audiencia pública, de acuerdo al referido artículo 29, pero a fin de que la audiencia de calificación sea un acto administrativo legalmente válido, es menester que de manera inmediata se documente esa diligencia, conforme a lo estipulado por el artículo 15, último párrafo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, precepto que en lo conducente dispone: “artículo 15.- … Cuando una diligencia se practique de manera oral, deberá documentarse inmediatamente su desarrollo.”; siendo lo anterior así, resulta que en la especie la Oficial Calificador demandada incumplió con lo señalado por el numeral que se comenta, en razón de que, en efecto, la Boleta de Control …, fue impresa con fecha 05 cinco de septiembre del año 2012, dos mil doce, según se advierte de la leyenda que consta impresa en el referido documento que obra en el sumario, concretamente al frente y en la parte inferior izquierda de cada una de sus fojas útiles se aprecia la leyenda “Impreso el: 05-septiembre – 2012”, pero de acuerdo al numeral que se comenta, la diligencia realizada oralmente debe documentarse de inmediato su desarrollo, por ende, no existe impedimento para concluir que esa Boleta de Control se encontraba almacenada en el disco duro de alguna de la computadoras asignadas a la Dirección de Árbitros Calificadores de este Municipio, es decir, se encontraba incorporada a un sistema óptico, pues esta tecnología permite almacenar y conservar datos en el disco duro de la computadora y reproducirlos en el momento deseado, pero es el caso, que la Oficial Calificador demandada omitió documentar inmediatamente el desarrollo de la diligencia relativa a la calificación de la falta administrativa, ya que la leyenda señalada en supralíneas, adminiculada con la circunstancia de que la boleta de control no contiene la firma del Agente de Tránsito que puso al justiciable a disposición de la Oficial Calificador, en consecuencia, de los anteriores hechos se deduce el hecho de que la pluricitada Boleta de Control fue impresa unos días antes de la fecha de presentación del escrito de contestación de la demanda en la Oficialía de partes de los Juzgados Administrativos Municipales; como puede apreciarse, estos hechos (la leyenda impresa y la ausencia de firma del Agente de Tránsito en la Boleta de Control) de manera conjunta constituyen la formación de una presunción humana que nos dan la plena convicción de que la diligencia oral no se documentó en forma inmediata, que se imprimió y firmó con fecha posterior al día en que se llevó a cabo la audiencia de calificación de la infracción que se hace constar en la Boleta de Control que se analiza, esto es, hasta el día 05 cinco de septiembre del año 2012, dos mil doce, presunción humana que merece valor probatorio, de acuerdo a lo estipulado por los artículos 117 y 130, segundo párrafo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; en esas condiciones, en la especie no se respetaron la formalidades contempladas por los artículos 29 del referido Reglamento de Policía y 15, último párrafo, del aludido Código, por ende, en el acto administrativo impugnado no se colma el requisito exigido por la fracción VIII del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por otra parte, el actor niega lisa y llanamente que se le hayan hecho saber sus derechos en la supuesta audiencia de calificación, negación que no se desvirtúa, pues, partiendo de la premisa de que la calificación de la infracción se realizó de manera oral y de que no se documentó la diligencia respectiva, es cierto que al momento de la audiencia de calificación de la infracción al justiciable no se le hizo saber de su derecho a establecer comunicación telefónica con persona de su confianza para que lo asistiera y defendiera, facilitándole el medio idóneo para ejercerlo, conforme a lo previstos en el artículo 32, primer párrafo, del Reglamento de Policía para el Municipio de León, Guanajuato, numeral que en lo conducente dispone: “Artículo 32.- Una vez presentado el detenido ante el oficial calificador, se le hará saber verbalmente que tiene derecho a establecer comunicación telefónica con persona de su confianza para que le asista y defienda, facilitándole el medio idóneo para que pueda ejercer este derecho. En caso de que haga uso del mismo se concederá un plazo máximo de dos horas para el arribo de la persona en cuestión. Concluido el plazo concedido, sea que se presente o no la persona requerida por el infractor, se continuará con el procedimiento.”. Lo anterior es así, en virtud de que en las constancias que integran el expediente que se resuelve no se advierte que le haya respetado el derecho de audiencia previa, al no comunicarle de manera verbal el derecho a establecer comunicación telefónica con una persona de su confianza para que le brindara asistencia legal, pues la Boleta de Control se encuentra afectada de ilegalidad al no levantarse por escrito en el momento de realizarse la supuesta diligencia relativa a la audiencia de calificación de la infracción, amén de que en la Boleta exhibida jamás se expresa que se le dio la oportunidad de llamar vía telefónica a persona de su confianza para que lo asistiera en el procedimiento administrativo de origen, con lo que la Oficial Calificador al imponer la sanción económica impugnada al justiciable vulnera en su perjuicio el artículo 32, primer párrafo, del multicitado Reglamento de Policía, al no respetarle el  derecho previo de audiencia; por consiguiente, en el acto administrativo impugnado tampoco se colma el requisito exigido por la fracción VIII del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Del mismo modo, el actor niega lisa y llanamente que se le hayan hecho saber las circunstancias, motivos o razonamientos de la infracción, ya que no consta en la supuesta causa administrativa que se le haya entregado o hecho de su conocimiento la Boleta de Control; al respecto, se impone señalar que de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 51, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, esa negativa lisa y llana le revierte la carga de la prueba a la Oficial Calificador demandada, para demostrar que le dio a conocer el actor las circunstancias, motivos o razonamientos que le sirvieron de apoyo para determinar que el justiciable condujo un vehículo de motor en estado de ebriedad, lo anterior, en virtud de que esa negación no envuelve una afirmación expresa de un hecho. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . 
Ahora bien, analizando las constancias y los elementos de prueba aportados por la demandada a esta causa administrativa, se concluye que la referida Boleta de Control carece de firma del elemento de Tránsito que realizó la detención del presunto infractor, quien se encontraba constreñido a ratificarla y además tampoco consta la firma de la parte actora;  en consecuencia, esta falta de firma vicia la resolución administrativa de calificación de la infracción, pues es de explorado derecho que mediante la firma se expresa la voluntad de la autoridad administrativa y de los particulares, por consiguiente, si en la boleta de control falta la firma de puño y letra de la autoridad de Tránsito demandada y del justiciable, entonces este documento jurídicamente no surtió sus efectos jurídicos frente al actor y consecuentemente, no existe confesión del impetrante. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por otro lado, el examen médico que viene a sustentar o demostrar el estado de ebriedad, también se encuentra impreso con fecha 05 cinco de septiembre del año 2013, dos mil trece según se advierte en la parte inferior derecha y como puede apreciarse la leyenda de la fecha en la que fue impreso el certificado médico constituye la formación de una presunción humana que nos dan la plena convicción de que la revisión médica que realizó el medido legista en turno, no se documentó en forma inmediata, que se imprimió y firmó con fecha posterior al día en que se llevó a cabo la audiencia de calificación de la infracción que se hace constar en la Boleta de Control que se analiza, esto es, hasta el día 05 cinco de septiembre del año 2012, dos mil doce, presunción humana que merece valor probatorio, de acuerdo a lo estipulado por los artículos 117 y 130, segundo párrafo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Abundando lo anterior, cabe mencionar que con la Boleta de Infracción no se desvirtúa la negativa de que al actor se le hicieron saber las circunstancias, motivos o razonamientos de la infracción, toda vez que en este documento se observa la ausencia de las firmas del agente de tránsito demandado y del justiciable, por otro lado, el examen médico también fue impreso con fecha posterior; de ahí que  estas omisiones e irregularidades acarrean la ilegalidad de la audiencia de calificación en la que al actor se le impuso la multa …, por incorrectamente fundada, dado que si no existe la firma del agente de tránsito no hay declaración y si no obra la firma del presunto infractor no se produce una confesión; en ese sentido, no se acredita la falta administrativa reprochada al actor y estos descuidos hacen inaplicable el artículo 35, primer párrafo, del pluricitado Reglamento de Tránsito Municipal. En este sentido, la audiencia de calificación no cumple con el requisito de motivación, ya que entre el fundamento jurídico expresado por la autoridad demandada y los antecedentes de hecho no exista una adecuación, pues no está demostrado que el actor conducía el vehículo en estado de ebriedad, lo que hace evidente la no existencia de las consideraciones de hecho y de derecho por las cuales la autoridad estimó que se configuró la comisión de la falta administrativa reprochada al actor, por ende, no resulta acreditada la comisión de la infracción de tránsito que se le imputa al justiciable, en esas condiciones, en el acto administrativo impugnado no se colman los requisitos exigidos por la fracción VI del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; vicio de fondo que trae como resultado la ilegalidad de la multa impuesta al actor. . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, en la especie, el acta de infracción…, carece de los elementos de validez exigidos por la fracción VI del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, pues incumple con el requisito de fundamentación y el de motivación; de igual manera, la calificación de la infracción consistente en conducir en estado de ebriedad incompleto, carece de los elementos de validez exigidos por las fracciones VI y VIII del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por no cumplir con los requisitos de fundamentación y de motivación, por no haberse respetado el derecho de audiencia previa, ni las formalidades del procedimiento administrativo de origen, vicios que originan la ilicitud de los actos combatidos; por consiguiente, se afecta de manera directa e inmediata la esfera de derechos de la parte actora, al violarse en su perjuicio los artículos 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 137, fracciones VI y VIII, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por lo que respecto al acta de infracción de tránsito, se actualiza la causal de ilegalidad establecida en la fracción II artículo 302, del aludido Código y respecto a la audiencia de calificación se configuran las causales de ilegalidad establecidas en las fracciones II y III del mismo artículo; por tanto, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 300, fracción II, del pluricitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es procedente declarar la nulidad total de los siguientes actos impugnados: acta de infracción …y de su acto consecuente como lo es el documento identificado con el número …; y, la audiencia de calificación de la infracción que consta en la Boleta de Control de la misma fecha, en la cual se le impone al actor una multa por la cantidad… . . .  . . . . . 

Por consiguiente, sobre el particular se precisa, que con la facultad concedida a este Órgano de Control de Legalidad, a fin de proteger y garantizar los derechos humanos de las personas frente al actuar de las autoridades administrativas Municipales, previstos por el artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reformado según Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 10 diez de junio del año 2011, dos mil once, dentro de los que se encuentra el derecho humano de protección judicial y con el fin inmediato de dar acceso a la justicia en forma completa, pues no se pierde de vista que el derecho de tutela judicial efectiva se contempla como derecho humano en los Tratados Internacionales y como Garantía Individual en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la que se refleja y tutela por el artículo 243, segundo párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; de manera que, en el caso que se resuelve, a efecto de brindar seguridad jurídica al justiciable y que la declaración de nulidad total de los actos impugnados, produce como consecuencia que al actor ya no se le aplique ninguna sanción administrativa por los mismos hechos, de esta manera, en el proceso administrativo el Juzgador se encuentra constreñido a restituir al actor en el goce de sus derechos, es decir, a declarar en esta sentencia el restablecimiento de la situación que prevalecía antes de la violación, ya que este acto jurisdiccional por su naturaleza, es el instrumento para restituir al gobernado en el pleno goce de sus derechos subjetivos administrativos violados, por ende, ante dicha nulidad, con fundamento en el artículo 300, fracción V, del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, se reconoce el derecho que tiene el justiciable a la devolución de la cantidad…, pagada por la multa impuesta por la Oficial Calificador; y, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 300, fracción VI, del aludido Código, se condena a la Oficial Calificador demandada a que realice las gestiones necesarias ante la Dirección General de Ingresos de la Tesorería Municipal de León, Guanajuato o de la Dependencia competente, para que al actor se le haga la devolución de la cantidad …, pagada por concepto de multa y en su caso realice las diligencias indispensables para cumplir con este fallo; la anterior devolución deberá realizarlas dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que cause ejecutoria esta sentencia, plazo contado a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto que la declare ejecutoriada, por las razones expuestas; debiendo informar a este  Órgano de  Control de  Legalidad el  cumplimiento dado a este fallo y exhibir las constancias relativas al mismo. . . . . . . . 
Por último, en cuanto a la pretensión de reconocimiento del derecho sobre devolución de la cantidad de $373.00 (tres cientos setenta y tres pesos 00/100 moneda nacional), por concepto de pago del servicio de grúa municipal, resulta improcedente, en virtud de que en principio, se impone señalar que el actor tiene la carga probatoria para demostrar que cuenta con el derecho subjetivo administrativo reclamado y en segundo lugar el juzgador de manera oficiosa al momento de resolver el reconocimiento de la existencia de ese derecho subjetivo reclamado y de ordenar su restitución tiene como presupuesto indispensable, analizar si el particular ha satisfecho los requisitos legales para resolver favorablemente lo pedido en la demanda y en su caso no producir a favor del actor un beneficio indebido; bajo esta premisa, de acuerdo a lo señalado por el artículo 300 fracciones V y VI del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en el proceso administrativo la sentencia que pone fin al mismo, tiene como efectos declarar la reparación de la violación detectada y si ésta no se colma con la simple declaración de nulidad de los actos impugnados, sino requiere de un nuevo pronunciamiento para no dejar incierta la seguridad jurídica del justiciable y cuando el juzgador cuenta con los medios de prueba suficientes para valorar la procedencia de esa pretensión, debe determinar la procedencia del reconocimiento del derecho y en su caso la condena respectiva. Sin embargo, en la especie no basta la sola declaración de nulidad del acta de infracción de tránsito  combatida, si no que es menester demostrar la existencia del derecho subjetivo a favor del justiciable y para ello, se requiere acreditar la realización del pago; a pesar de lo anterior, es el caso que la parte actora, en autos del sumario que se resuelve, no acreditó el hecho de haber pagado la citada cantidad ante las cajas de la Dirección General de Ingresos de la Tesorería Municipal de León, Guanajuato, por concepto del servicio de Grúa Municipal, toda vez que omitió exhibir el recibo oficial de pago correspondiente, documental pública que era necesario aportarla al Juicio, con la finalidad de acreditar que la cantidad de $373.00 (tres cientos setenta y tres pesos 00/100 moneda nacional), ingresó al Erario Municipal; lo anterior es así porque, el documento exhibido al escrito de demanda e identificado con la leyenda: “PENSIÓN CENTRAL Y GRÚA N° 121646”, expedido con fecha 24 veinticuatro de julio del año 2012, dos mil doce, por el llenado de su contenido tiene la naturaleza de una constancia del monto a cubrir a cargo del actor por el servicio de Grúa Municipal, pues jurídicamente no es posible considerarlo como un recibió oficial de pago, en razón de que no tiene la firma de la cajera, ni el sello Oficial, ni tampoco se expresa que el servidor público que lo expidió haya recibido la cantidad de $373.00 (tres cientos setenta y tres pesos 00/100 moneda nacional); en ese entendido, resulta infundado lo solicitado por la parte impetrante en la demanda de nulidad, por ende, no es posible el reconocimiento del derecho sobre la devolución de la referida cantidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- Que la argumentación esgrimida en los conceptos de impugnación analizados en los dos considerandos que anteceden, es suficiente para declarar la nulidad de los actos impugnados, por lo que resulta innecesario el estudio de los demás conceptos de agravio esgrimidos en la demanda, toda vez que de proceder algún otro, en nada variaría el sentido de esta sentencia. Sirve de apoyo la tesis que a la letra dice: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. Tercera Sala,  Séptima época,  Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página  32. . . . . . . . . .  . . . . . . . . .
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones II, V y VI, y 302 fracciones II y VIII, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD TOTAL del acta de infracción… y de su acto consecuente como lo es el documento identificado con el número…; y de la audiencia de calificación de la infracción que consta en la Boleta de Control de la misma fecha, a través de la cual se califica la infracción y se le impone al actor una multa por la cantidad de …; por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto y quinto considerandos de este fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se condena al Oficial Calificador demandado a que realice las gestiones necesarias ante la Dirección General de Ingresos de la Tesorería Municipal de León, Guanajuato o de la Dependencia competente, para que al actor se le haga la devolución de la cantidad…, pagada por concepto de multa y en su caso dicha autoridad realice las diligencias indispensables para cumplir con este fallo; devolución que deberá realizarse dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que cause ejecutoria esta sentencia, plazo contado a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto que la declare ejecutoriada este fallo; lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el quinto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Resulta improcedente el RECONOCIMIENTO DEL DERECHO, respecto a la devolución de la cantidad de $373.00 (tres cientos setenta y tres pesos 00/100), por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el quinto considerando de ésta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma, en 5 cinco tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 
